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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Bernini (ad hoc). 


MIEMBROS: —Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari Brenna, Orlando Lereté, Jorge 
Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la señora Amanda Cordones, de la Embajada de los Estados Unidos, y al señor Juez 
de Distrito Peter Messitte. Para nosotros es un honor recibirlos en este país y en el Parlamento Nacional. 


Los señores Diputados tienen un repartido en el que está, entre otras cosas, el currículum del señor Juez, 
quien tiene una profusa actividad en el terreno judicial, tanto a nivel de su actividad como Juez como a nivel 
académico y de la especialización en particular en las reformas de los sistemas judiciales, asesorando a 
distintos países del mundo. 


Vale la pena decir que para nosotros también es una oportunidad para escucharlo en la medida en que, en este 
momento, nuestro país está en proceso de reformar distintos códigos, entre ellos el Código Penal y el Código 
General del Proceso Penal. Naturalmente, los aportes que vengan de especialistas como el señor Juez 
Messitte serán muy bienvenidos. Seguramente pueda haber un intercambio posterior -aunque sea a la 
distancia, a través de los medios tecnológicos- que nos permita contar con una mirada desde ese lugar, que, 
obviamente, va a ser muy valorable. 


SEÑOR MESSITTE.- Señor Presidente, estimados Diputados: es un gran honor para mí estar hoy con 
ustedes. Ya estuve en varios países de América Latina, pero es la primera vez que estoy en Montevideo. 
Espero contar en el futuro próximo con la oportunidad de estar de nuevo aquí y tal vez colaborar con 
los colegas del Poder Judicial en la perspectiva de reforma del Proceso Penal en Uruguay. 


El señor Presidente ya habló algo sobre mis antecedentes y no es necesario repetirlos. El hecho más 
importante es que he estado involucrado en la reforma judicial en varios países del mundo, principalmente en 


América Latina, pero también en Turquía y en Tailandia, durante muchos años. Soy Juez activo. A veces digo 
que soy malabarista, para hacer todas las cosas que hago como Juez. En cierta manera, yo soy Juez 
diplomático. No es un cargo oficial. Hablo un poco de español y también portugués. Tengo acento portugués 
porque viví en Brasil. Cuando era abogado tenía como cliente a la Embajada brasileña en Washington. 


El caso de Uruguay me interesa mucho, porque entre varios países de América Latina, Uruguay es uno de los 
que continúa con un sistema inquisitorial del proceso penal que hoy en día es una excepción; no es más la 
regla. Este sistema que ustedes tienen aquí es parte de la tradición romana continental. 


Fuera de este país hubo una revolución en cuanto al proceso penal. En cierta manera, veintiséis países de 
América Latina ya realizaron una reforma en el proceso penal para mejorar el sistema. Es muy impresionante 
y remonta a veinte años atrás el comienzo de esa revolución, aunque en realidad no es tal, y quiero decirles 
por qué. 


Durante el siglo pasado, y hasta en el siglo XIX, algunos escritores italianos empezaron a hablar sobre ciertos 
principios del proceso legal e identificaron cuatro que son importantes: publicidad -procesos abiertos al 
público-, oralidad -el testigo tiene que comparecer, prestar bajo juramente su testimonio sujeto a 
interrogatorio y contrainterrogatorio por parte del acusado-, concentración -ocurren dentro de ese espacio 
limitado una serie de sensaciones que recorren durante semanas, meses, tal vez años- e inmediatez, que tal 
vez es la más importante. 


Acabé de visitar el Centro de Investigación Criminal. Lo que ocurre allá es que el Juez tiene poco contacto 
directo con el testigo y con el receptor, que no es abogado, que escucha la declaración del testigo, que no es 
bajo juramento. Se hace un documento que contiene toda la información y es entregado al Juez y también al 
Fiscal, quienes, basados en los escritos, determinan la culpabilidad o no del acusado. No hay mucha oralidad 
ni publicidad. Concentración hay. Todo ocurre muy rápidamente; a veces demasiado rápido. No da tiempo 
para que el defensor prepare una defensa, para que recolecte la información que va a garantizar, por ejemplo, 
la libertad provisional o condicional. En cierta manera es un tipo de ironía. El personal del Centro piensa que 
vale la pena proseguir con la posibilidad de una reforma procesal. 


Puedo hacer una comparación con vuestro sistema. No es para vender nuestra idea. La idea de pedir préstamo 
legal remonta de mucho tiempo atrás. Los hebreos pidieron un préstamo a los babilonios. Los romanos han 
estado presentes por todas partes, especialmente en lo referente al derecho humano en la Edad Media. Todo el 
mundo está mirando las experiencias de otros países para escoger los aspectos que puedan servir a la Justicia 
en su propio país. 


En estos últimos veinticinco años las organizaciones internacionales como el Banco Mundial y el BID 
piensan que la piedra vertical del sistema del mercado es un sistema de Justicia más rápido, más eficiente, 
menos costoso y más accesible, que protege los derechos del acusado en el sector penal y los del dueño de la 
propiedad en el sector comercial. 


En nuestro país tenemos problemas que tal vez sean de interés de ustedes y del pueblo uruguayo. Nosotros 
damos al Fiscal mucho poder para realizar investigaciones. Evidentemente, la Policía tiene que monitorear 
las actividades en la calle, y si ocurre un caso de flagrante delito es importante arrestar a la persona, pero 
también para combatir especialmente la delincuencia organizada internacional los Fiscales tienen recursos 
para realizar investigaciones. Deben ser proactivos y no esperar que ocurra un crimen, sino investigar otros 
hechos que tal vez indiquen la existencia de una conspiración o violación de la ley. Cuando ellos determinan 
que hay causa probable, que equivale a la semiplena prueba de acá, y existen los elementos que implican la 
existencia de un crimen, nosotros también tenemos la idea de una presunción a favor de la libertad 
provisional. En los casos excepcionales, si se trata de un delito grave y la persona presenta la posibilidad de 
fuga o de peligro a la comunidad, el Juez puede ordenar su detención. La persona queda detenida hasta la 
decisión definitiva. 


Es interesante comparar los tiempos del proceso entre Uruguay y los Estados Unidos. La parte sumaria lleva 
siete meses, es decir que es más o menos igual a la nuestra. Aquí, desde el sumario hasta la fase final -el 
juicio- transcurren trece o catorce meses; en nuestro país un poco menos, no mucho. Lo que es muy diferente 
en el sistema inquisitorial que nosotros tenemos es la discrecionalidad que damos a la Fiscalía. El Fiscal tiene 
todo el derecho de acusar o no cualquier delito. Damos la discrecionalidad al Fiscal para determinar si quiere 
ir al frente con la causa, inclusive cuando hay pruebas bien establecidas. Solamente cuando el Fiscal 


comienza con la causa es que el Juez entra en juego. Evidentemente, el Juez tiene que ordenar grabación de 
conversaciones telefónicas y el arresto si no fuera en flagrante delito. Pero el Juez nuevamente es pasivo 
hasta el momento del juicio. Dando esa discrecionalidad al Fiscal existe gran posibilidad de una traslación 
penal, de una sentencia de conformidad, como se llama en la ley española. Es un trato, un acuerdo, un 
convenio declaratorio entre el Fiscal y el imputado a través de su defensor. Se negocia un trato. El Fiscal 
ofrece una reducción de los cargos, o la recomendación al Juez para que imponga una pena menor. Por otro 
lado, el acusado al que se le asigna pena menor no arriesga la posibilidad de una condena en la que va a 
llevar una pena mucho más severa. Realmente, no podríamos sobrevivir en nuestro sistema sin traslación 
penal -ustedes saben que tenemos un sistema federal-, porque el 90% de los casos acaba con este convenio, 
es decir, con alegación preacordada. El Juez tiene que aprobar; no queda solo en las manos del Fiscal. Ellos 
pueden negociar. A nivel federal el Juez no puede entrar en la negociación; queda fuera. Pero cuando ellos 
llegan a este punto del caso el imputado, junto con el abogado, se tienen que presentar ante el Juez. Se hace el 
juramento y el Juez pregunta a la persona el nombre, la edad, la profesión, el estado civil, la educación, si 
está bajo influencia de drogas o alcohol, bajo tratamiento psiquiátrico, para entender que la persona es capaz 
de tomar una decisión consciente y voluntaria sobre este acuerdo. Después, el Fiscal hace una revisión de los 
hechos y de los términos del acuerdo, que siempre están por escrito. Luego pregunta al imputado si él 
entiende todos sus términos, si tiene alguna pregunta, si entiende las implicaciones, o sea, la pena máxima y 
la pena mínima, si sabe la posibilidad de una multa, si sabe que si viola cualquier condición puede regresar a 
la prisión, entre otras. El Juez casi siempre aprueba y declara que el acuerdo fue celebrado conscientemente 
por parte del imputado y voluntariamente, y que existen hechos que demuestran la culpa de la persona. 
Entonces, el mismo Juez indica una fecha en el futuro para establecer la pena. 


En este sentido, tenemos una manera de facilitar y hacer más rápido el sistema. En otros países de América 
Latina esta idea ya se implantó. En Brasil, por ejemplo, se hizo en algunos casos que llevan la posibilidad de 
pena de hasta dos o tres años y en ciertos delitos menores; con los más graves no es posible. Cualquier cosa 
es posible de negociación. Voy a dar a ustedes un ejemplo casi increíble. Habrán sentido hablar de John Gatti, 
que era el Jefe de mafia en Nueva York. El segundo en comandar era Sammy "El toro" Gravano, quien 
confesó haber cometido 18 o 19 asesinatos. Él ofreció dar testimonio contra 35 mafiosos; sin su declaración 
hubiera sido imposible condenarlos. A cambio de su testimonio, que sirvió para condenar a estas 35 personas, 
estuvo cinco años en la prisión a pesar de haber cometido 18 o 19 asesinatos. Ese fue un pacto con el diablo, 
pero ha sido un acuerdo interesante para condenar a 35 personas. 


Esto muestra las posibilidades; nosotros no tenemos límites para las transacciones de este tipo. Esto 
representa un extremo, pero muestra las posibilidades. ¿Por qué se hace esto? No solo para acabar con la 
supersaturación de los casos, sino también para recibir la cooperación de una persona informante que puede 
servir para tener datos de otros criminales. 


Se puede ver cómo las cosas van rápidamente, pues el 90% de los casos acaban en forma rápida y en el 
proceso del juicio se pueden observar nuestros principios de concentración, oralidad e inmediatez. ¿Por qué? 
En primer lugar, porque no es necesario discutir la integración del jurado; nosotros tenemos la institución del 
jurado, que es algo único y que recomiendo para otros países. Eso tiene una explicación histórica, pero la 
idea es que el juicio es abierto al público y a la publicidad, es decir, cualquier persona lo puede presenciar, y 
difícilmente se prohíba el ingreso al público o a la prensa en un proceso penal. La prensa ingresa para 
escuchar los testimonios. 


En segundo término, tenemos la inmediatez, porque el testigo está ante el Juez, el Fiscal, el defensor y el 
imputado. El Fiscal realiza las preguntas en forma directa a la persona que está realizando las acusaciones, y 
una vez que acaba con las interrogantes existe la posibilidad de repregunta o contrainterrogatorio por parte 
del defensor para demostrar, por ejemplo, si esa persona realmente estaba situada en determinado lugar para 
ver qué es lo ocurrió, o para determinar si tenía una relación personal con la víctima y por eso brinda 
testimonio contra el imputado. Hay que intentar demostrar al Juez o al jurado -depende de quién esté 
determinando la causa- que no hay que dar credibilidad al testimonio del testigo. 


Después, el imputado tiene derecho a llamar a sus testigos, pero no tiene obligación de hacer nada porque 
existe la presunción de que es inocente; la responsabilidad de pruebas queda con el Fiscal, quien debe probar 
más de una duda razonable con respecto a la culpa del imputado. 


El principio de concentración se da en el sentido de que todo acaba rápido. El proceso puede durar uno o dos 
días, una o dos semanas, dependiendo del caso. Yo tuve un caso que duró cuatro meses, con varios acusados; 
fue algo muy complicado, pero reitero que en general en una o dos semanas se termina con el proceso. 


El jurado decide el caso, y si no hay jurado, es el Juez quien resuelve. Si el imputado es condenado, en 
general el Juez dicta sentencia 60 días después, pero si es absuelto puede volver para su casa. Por lo tanto, se 
pueden ver los principios de publicidad, oralidad, inmediatez. 


Rápidamente quiero referirme a los informes precondenatorios -sé que esto interesa mucho a los abogados-, 
que son preparados por funcionarios públicos; se trata de los antecedentes del condenado y de su historial 
familiar. El Juez tiene en su poder esta información para dictar sentencia. 


En la reunión que mantendré esta noche con los señores Jueces voy a hablar sobre este aspecto. 
SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, le doy la bienvenida a Uruguay. 


Partimos de tradiciones jurídicas muy distintas; todo el mundo anglosajón tiene una mentalidad muy 
diferente, empezando por el tema del jurado, que para nuestro país sería algo inaceptable. Más allá de eso, 
hay aspectos que son muy interesantes. 


Creo que no hay ninguna forma de luchar contra el crimen organizado si no se realizan acuerdos como el que 
se mencionó recién. Vale más la lucha contra la mafia que condenar a alguien por crímenes que, en definitiva, 
ya se realizaron. Pero es algo a discutir. 


Cuando se concentra todo en un solo proceso en el que se decide todo, ¿la inmediatez se pierde en la 
apelación? Creo que ese el problema que tenemos en Uruguay en materia civil, en la que se ha progresado 
mucho en el proceso -se han reducido los plazos y es mucho más justo porque todo el mundo está presente-, 
pero cuando se apela se vuelve a la escritura, porque lo que se envía ni siquiera son las actas sino los 
resúmenes de las manifestaciones de los testigos, y todo lo demás. 


¿Cómo es el tema de la apelación en los Estados Unidos? ¿Qué le llega a los integrantes del Tribunal de 
Apelaciones cuando alguien apela una sentencia que tuvo todas las características de concentración, oralidad, 
inmediatez y publicidad? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Realmente me impactó que el 90% de las causas sean objeto de 
transacción y terminen en una transacción. Supongo que sucede lo mismo tanto en los juicios civiles 
como en los penales. 


Por otra parte, quiero saber si toda causa penal es pasible de transacción. Obviamente, el ejemplo que puso el 
señor Messitte es muy claro, pero vamos a suponer un asesinato simple en un robo. No concibo cómo puede 
haber una transacción en determinados delitos. Quizás algún otro ejemplo nos pueda ilustrar mejor este 
punto. 


SEÑOR MESSITTE.- Cualquier delito es capaz de culminar en una transacción, en un convenio, pero 
en realidad, en la práctica esto no ocurre porque tenemos Fiscales responsables que son elegidos a nivel 
estatal. Entonces, puede existir la libertad de hacerlo, pero en caso de que se trate con una persona que 
cometió un crimen o un delito no va a ser reelegido. Además, el Presidente nombra a los Fiscales 
nacionales, federales; entonces, si una persona no prosiguiera en los casos de personas que realmente 
cometieron delitos le sería retirada su posición. Eso ocurre. 


En cuanto a la segunda pregunta, relativa a los casos de Justicia civil, no sé si se trata del 90% de los casos; 
con certeza puedo decir que la mayoría de los casos acaban con un acuerdo entre las partes y el Juez no entra 
en el negocio. También sería imposible escuchar todos esos procesos en juicios orales. Por esta razón y 
sabiendo que existe la posibilidad de la demora en el proceso para llegar a un juicio, las personas deciden 
alcanzar un acuerdo para acabar con el caso. 


En cuanto a las apelaciones en lo penal, si el Fiscal pierde, no tiene derecho a apelar porque acaba con el 
caso; se agotan las posibilidades u oportunidades de condenar a la persona. En la mayoría de los casos, un 
80% de las personas son condenadas al fin del juicio si es que no llegan a un acuerdo previamente. 


Hay un 80% o un 90% de personas sin recursos que no pueden contratar a un abogado y precisan ayuda de 
oficio. Ellos tienen el derecho de apelar cualquier sentencia y pena, y si no pueden contratar a un abogado, se 
les proporciona uno para la apelación, estando exentos de cualquier costo. Evidentemente, hacemos un 
registro del procedimiento durante el juicio a través de un estenógrafo o electrónicamente. De esta manera 
podemos contar con todos los documentos que forman parte del registro y se incorporan al banco de 
información de apelaciones. Conforme a nuestras prácticas, ellos no hacen una revisión de los hechos sino 
solo de la ley. Los hechos son determinados o por el jurado o por el Juez, que tuvieron la oportunidad de 
observar en lo inmediato al testigo y sopesar la credibilidad de la persona. Sin embargo, los Jueces y los 
Ministros de apelación no están mirando a la persona durante el testimonio, por lo que tratan de leer los 
documentos. Por regla general determinan si la ley fue aplicada correctamente. Los hechos son una referencia 
para cuando toman una decisión. 


El 80% o el 85% de los casos apelados por los condenados, pierden; es más o menos igual que lo que sucede 
aquí. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero saber qué tipo de cauciones existen en los casos en que no se recurre 
a la privación de libertad como medida en el transcurso del propio proceso. 


Por otra parte, quiero saber si hay algún otro tipo de penas -más allá del que existe en su país, la pena de 
muerte, que para mí es una barbaridad; no sé si en su Estado todavía se aplica-, que genéricamente se 
denominan alternativas, reparación del daño, mediación en materia penal, etcétera. Obviamente, también es 
bastante conocido a través del cine el sistema de libertad vigilado o "probation". Me gustaría conocer dentro 
de ese tipo de medidas cuáles son las que utilizan aquellos que tienen que tomar una determinación. 


Reitero que quiero saber cuáles son la medidas cautelares que pueden ser aplicadas durante el transcurso del 
proceso que no sean las de privación de libertad. 


SEÑOR MESSITTE.- En mi país cauciones significa fianzas. 


También existe una gran discrecionalidad por parte del Juez en cuanto a las fianzas o cauciones que se 
determinan antes del juicio, pero en ciertos casos hay presunciones que corren en contra como, por ejemplo, 
los delitos más serios, especialmente en los casos en los que se registran antecedentes. Entonces, la 
presunción es que la persona va a ser detenida y él tiene la responsabilidad de probar con claridad que no 
representa un peligro para la comunidad cuando esté en libertad. 


En el proceso siempre se está a favor de la libertad, como aquí y en cualquier otro caso. El Juez tiene que 
determinar cuáles serían las condiciones para asegurar la comparencia de la persona en el momento del 
proceso final para evitar peligro a la comunidad. En la gran mayoría de los casos la persona sale libre antes 
del proceso, pero siempre con condiciones. Hasta 1966 la garantía de salir en libertad era el dinero, pero 
ahora no es más así. Entonces se hace como un juego con el dinero: se pide una fianza muy alta para que la 
persona quede detenida. Yo creo que sirve la palabra de quien dice que va a comparecer, cuando se trata de 
un problema con alguien que no tiene antecedentes, que no ha cometido un delito muy serio. Entonces, se le 
puede colocar en custodia de una tercera persona, familiar o no, para que supervise su actividad, o se le puede 
imponer la obligación de comparecer ante un funcionario -"probation officer"-, una vez por semana, a quien 
también debe llamar por teléfono para informarle dónde se encuentra y qué está haciendo. 


En este sentido, nosotros usamos mucho un tipo de pulsera electrónica que puede trazar los movimientos de 
la persona, como un aparato de GPS. Si por ejemplo la persona está confinada a su domicilio, se puede saber 
si sale de él. Dejamos cierta discrecionalidad en manos del "probation agent" para que le permita salir para 
asistir al trabajo, a la iglesia o, por ejemplo, para visitar a la madre que está enferma o cosas por el estilo. 
Esta modalidad se puede utilizar durante el período de presumario, cuando la persona precise de tratamiento - 
por ejemplo, ante un problema de abuso de alcohol o drogas- o necesite realizarse exámenes para indicar 
precisamente que está libre de cualquier influencia de drogas o alcohol. Otras veces, en vez de utilizar el 
mecanismo de prisión preventiva, optamos por lo que nosotros llamamos "halfway houses", es decir, una casa 


que es segura, pero no es una prisión. De esta forma, durante el día la persona puede salir a trabajar, pero 
debe regresar en la noche. Dentro de la casa también puede recibir atención médica, etcétera. 


Por lo general, estas cuestiones funcionan muy bien; de lo contrario, existe la posibilidad de la prisión 
preventiva, especialmente cuando las pruebas son muy evidentes y la posibilidad de una pena prolongada es 
inminente: en ese caso, la persona es detenida. También se tienen presentes las condiciones de peligrosidad y 
el riesgo de que huya. 


En lo que tiene que ver con la pena de muerte, creo que podríamos pasar una semana entera debatiendo al 
respecto. Esta es una pena que en nuestro país, a nivel federal, todavía existe en la mayoría de los Estados. El 
resto del mundo está en su contra. Yo presidí tres casos de pena de muerte que todavía están en proceso de 
apelación para determinar si se va a concretar o no esa pena. 


También tenemos prisión perpetua; no tenemos -como ocurre aquí- el límite de treinta años: la persona puede 
pasar la vida entera en la cárcel. 


En el sistema federal ya no tenemos lo que ustedes llaman "libertad anticipada": el bureau de prisión no 
puede reducir la pena en caso de que la persona reciba prisión perpetua a nivel federal. 


En otros lugares existe la posibilidad de la libertad provisional o condicional después de la condena, 
especialmente, para delitos menos graves: cualquier contravención leve o falta. En ese sentido, hay 
directrices, pautas o lineamientos que anteriormente eran obligatorios para nuestro sistema federal; ahora, 
nuestra Suprema Corte declaró que son inconstitucionales. De manera que solo deben ser opciones para el 
Juez, quien puede hacer consultas, pero luego considera todos los otros factores al imponer la sentencia. Sería 
difícil para un Juez federal imponer una sentencia de libertad condicional ante un delito grave, pero no 
imposible. 


Nosotros tenemos en cuenta todas las metas que consideran ustedes aquí: restitución, reparación del daño, 
rehabilitación del infractor, así como castigo del imputado para promover respeto de la ley y del derecho, a 
fin de que otras personas en situación similar no cometan el mismo delito, al ver que quien se comporta de 
cierta manera recibe una sentencia suficientemente severa. 


Hoy en día, la rehabilitación del condenado como meta ha quedado atrás -antes sí tenía cierta preeminencia- 
y ha adquirido mayor importancia el control del crimen, impedir que la persona continúe circulando por el 
pueblo, si es que ha cometido delitos antes, como forma de demostrar respeto hacia los demás y prevenir 
actividades ilícitas por parte de otros. Asimismo, durante la detención de la persona en prisión, es preciso 
brindarle más oportunidades para rehabilitarse; tratamiento médico -especialmente en lo que tiene que ver 
con las drogas- y educación profesional. Muchas veces, cuando se sale de prisión no se tiene posibilidades de 
trabajo, precisamente porque no se ha recibido esa educación. 


Nosotros pensamos en estos aspectos y la situación es casi igual que la de ustedes; realmente es una cuestión 
de recursos: cuánto dinero se va a gastar en esto. En ese sentido, hablamos con los defensores de oficio en el 
centro de investigación, quienes se quejaban del número de casos que tienen. Entonces, tal vez la solución del 
problema no pase por una reforma procesal sino, principalmente, por contar con más defensores de oficio y 
eventualmente con más Jueces. Quizás no sea una cuestión de reforma, sino de recursos. Y, en definitiva, 
todo esto depende del cuerpo político en el sentido de qué se quiere hacer con respecto a esta situación. 


Por ahora no tengo más que agregar, por lo que agradezco inmensamente la oportunidad de comparecer en 
este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, agradecemos la presencia de nuestro invitado, quien nos ha trasmitido su experiencia 
en esta temática. Como dije al principio, a partir de las comunicaciones que entablaremos de aquí en 
adelante, seguramente nos mantendremos en contacto. 


En nombre de todos los Diputados que integramos esta Comisión, nuevamente damos las gracias al doctor 
Peter Messitte por su comparecencia, deseándole que le vaya muy bien en estos días durante su visita al 
Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


